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LA APOLOGÍA DEL DELITO* 
Pablo Sánchez-Ostiz 
Resumen: Este trabajo va dirigido a describir la posible repercusión de la apo-
logía de delito, cuya naturaleza se hallaría entre el ejercicio de las libertades de 
expresión e información y la de ser un acto preparatorio del delito. Tras expo-
ner la situación de la apología del delito en nuestra legislación penal y doctri-
na, se pasa a analizar el razonamiento de la Sentencia del Tribunal Constitucio-
nal núm. 199/1987 (Pleno), de 16 de diciembre, que llevó al Tribunal a 
considerar parcialmente inconstitucional el arto 1.1 de la LO 9/1984. Se anali-
zan también otras resoluciones sobre la relación entre apología del delito y de-
lito objeto de apología. Finalmente, se concluye con unas referencias a la apo-
logía del delito y en particular al posible contenido de injusto de la apología 
que derivan de las posiciones del Tribunal Constitucional. 
1. Uno de los temas que más ha dado que hablar a la doctrina 
desde 1975 es el de los márgenes de la libertad de expresión. El 
Tribunal Constitucional no ha perdido ocasión de pronunciarse 
-incluso variando sus posiciones iniciales- sobre tan delicado 
\ 
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minológicos; FJ, Fundamento Jurídico; JpD, Jueces para la Democracia; LO, 
Ley Orgánica; Nm, numero marginal; PG, parte general; RJ, Repertorio de Ju-
risprudencia Aranzadi (Tribunal Supremo); SAP, Sentencia de Audiencia Pro-
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tema. Delicado en cuanto que afecta al ejercicio de un derecho 
fundamental en el tiempo inmediatamente siguiente a una época 
marcada por restricciones y prohibiciones; pero delicado también 
en cuanto puede afectar a derechos de terceros que ven menos-
preciado su honor o intimidad en aras de un derecho a la libertad 
de expresión de otros; y también por cuanto las libertades de ex-
presión e información pueden dar lugar a otros hechos (delicti-
vos) que afecten sin duda a derechos fundamentales de terceros. 
Este trabajo no va dirigido a describir y fundamentar ese derecho 
fundamental, ni tampoco a trazar sus límites con el derecho al ho-
nor o la intimidad. Su objetivo es el de la posible repercusión de 
un concreto ejercicio de las libertades de expresión e información 
que puede afectar a terceros en la medida en que dé pie a que se 
cometan hechos delictivos. Es el tema de la apología de delito y 
su discutida compatibilidad con un Derecho penal que se com-
prende a sí mismo como garantista. Dicho en forma de interroga-
ción: ¿qué sentido delictivo reviste la "exposición, ante una con-
currencia de personas o por cualquier medio de difusión, de ideas 
o doctrinas que ensalcen el crimen o enaltezcan a su autor"l? 
¿Resulta legítimo sancionar como apología de delito manifesta-
ciones de las libertades de expresión e información? 
2. La Sentencia del Tribunal Constitucional 199/1987 aborda 
en un contexto más amplio, del <}ue ahora no vamos a tratar, la re-
lación entre la apología de delitos de terrorismo y los delitos de 
terrorismo. El contexto es, en efecto, mucho más amplio: el Par-
lament de Cataluña y el Parlamento del País Vasco interpusieron 
sendos recursos de inconstitucionalidad frente a la LO 9/1984, de 
26 de diciembre, de medidas contra la actuación de bandas arma-
das y elementos terroristas y de desarrollo del arto 55.2 de la 
Constitución. El Tribunal desestimó la petición de declaración de 
inconstitucionalidad de la totalidad de la citada Ley formulada 
1. Se trata de la definición de apología que establece el Código Penal espa-
ñol de 1995, arto 18. 
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por el Parlament de Cataluña y estimó en cambio la de algunos 
aspectos de la ley en cuestión, como solicitaba el segundo de los 
recurrentes. En concreto, declaró inconstitucional, y parcialmen-
te nulo, el párrafo segundo del número primero del arto 1, en la 
medida que extendía la aplicación de los arts. 13-18 de la misma 
ley a quienes hicieran apología de los delitos descritos en dicho 
artículo. Otros extremos -sobre la restricción de derechos funda-
mentales- de la propia LO 9/1984 también fueron objeto de cen-
sura constitucional, pero no serán ahora objeto de comentario. 
3. Nuestro comentario parte del FJ 4 de dicha sentencia --cuyos 
párrafos iniciales se acompañan en el anexo- para remontarse a 
las referencias que el Tribunal Constitucional ha ido efectuando a 
la apología del delito. Tras exponer la situación de la apología del 
delito en nuestra legislación y doctrina (1), se pasa a analizar el 
razonamiento que llevó al Tribunal a considerar parcialmente in-
constitucional el arto 1.1 de la LO 9/1984 (H), junto a otras reso-
luciones del Tribunal sobre la relación entre apología del delito y 
delito objeto de apología. Se concluye con unas referencias a la 
apología del delito y en particular al posible contenido de injusto 
de la apología que derivan de las posiciones del Tribunal Consti-
tucional (HI) . 
I. 
1. Desde 1995, la apología ha quedado prevista en el arto 18 
del Código Penal español, como una conducta genérica y no vin-
culada a un tipo o grupo de tipos determinados2 • En concreto, 
2. Para la ap.ología consideran correcto desde el punto de vista técnico su 
definición en la parte general: QUINTERO OLIVARES, en ID. (dtor.)/VALLEMu-
ÑIZ (coord.) el al., Comentarios al nuevo Código penal, Pamplona, 1996, arto 
18, Nm 1.B (p. 126); CARBONELL MATEU, "Apología de los delitos contra lá se-
guridad interior del Estado", en COBO DEL ROSAL (coord.) et al., Comentarios 
a la legislación penal, 1I, Madrid , 1983, p . 245. Con todo, tal previsión en la 
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constituye "apología, a los efectos de este Código, la exposición, 
ante una concurrencia de personas o por cualquier medio de difu-
sión, de ideas o doctrinas que ensalcen el crimen o enaltezcan a 
su autor. La apología sólo será delictiva como forma de provoca-
ción y si por su naturaleza y circunstancias constituye una incita-
ción directa a cometer un delito"3. Se configura entonces como 
una modalidad de provocación. Y ésta, junto con la conspiración 
y proposición, constituyen los llamados actos preparatorios pu-
nibles, los cuales se conciben como preceptos que extienden la 
penalidad más allá de lo previsto en los respectivos tipos de los 
cuales aquéllos son preparación4 • 
2. La conducta de apología ha recibido desde hace años cierta 
atención por parte del legislador españoP, y siempre como una 
parte general es criticada por BARBER BURUSCO, Los actos preparatorios del 
delito. Conspiración, proposición y provocación, Granada, 2004, p. 236, al per-
cibir que se amplía así el número de casos en que solía preverse la apología an-
tes del CP 1995; cfr. también la crítica que dirige BACIGALUPO ZAPATER, en 
CONDE-PUMPIDO FERREIRO (dir.), Código penal. Doctrina y jurisprudencia, 1, 
Madrid, 1997, arto 18 (p. 560), quien propone reducir la apología a unos cuan-
tos supuestos vinculados a la referida a delitos violentos. 
3. El arto 18 completo reza así: "1. La provocación existe cuando directa-
mente se incita por medio de la imprenta, la radiodifusión o cualquier otro me-
dio de eficacia semejante, que facilite la publicidad, o ante una concurrencia de 
personas, a la perpetración de un delito. 
"Es apología, a los efectos de este Código, la exposición, ante una concu-
rrencia de personas o por cualquier medio de difusión, de ideas o doctrinas que 
ensalcen el crimen o enaltezcan a su autor. La apología sólo será delictiva 
como forma de provocación y si por su naturaleza y circunstancias constituye 
una incitación directa a cometer un delito. 
"2. La provocación se castigará exclusivamente en los casos en que la Ley 
así lo prevea. 
"Si a la provocación hubiese seguido la perpetración del delito, se castiga-
rá como inducción". 
4. Así, la opinión dominante: cfr. MIR PUIG, DP. PG, 7.8 ed., Barcelona, 
2004, 13/32. 
5. Cfr. HERNÁNDEZ GIL, "La apología delictiva", LL (1981-1), pp. 902-906; 
DEL ROSAL BLASCO, "La apología delictiva en el nuevo Código Penal de 1995", 
LA APOLOGiA DEL DELITO 623 
conducta en relación con delitos considerados muy graves (terro-
rismo y rebelión militar, sobre todo). A la vez, se percibe que el 
legislador ha dudado entre su definición en la parte especial, 
como acto "preparatorio" de esos mismos delitos muy graves, o 
su previsión con carácter general, en cuanto estadio preliminar de 
cualquier delito, como ha quedado en la actualidad6 • En concreto, 
con carácter general (una modalidad de acto "preparatorio"), la 
previsión es reciente, del CP 1995, pues con anterioridad se había 
definido genéricamente sólo entre las faltas. 
En cambio, es mucho más antigua la previsión de la apología 
para ciertos delitos, sobre todo, para los considerados delitos po-
líticos?, yen particular los de terrorismo y contra la seguridad in-
terior del Estad08 • En concreto, en el arto 268, que establecía (CP 
CPC (1996), pp. 70-77; REBOLLO VARGAS, La provocación y la apología en el 
nuevo Código Penal, Valencia, 1997, pp. 108-112; RUIZ LANDÁBURU, Provoca-
ción y apología: Delitos de terrorismo, Madrid, 2002, pp. 29-32. 
6. Cfr. en concreto, supra, nota 2. 
7. Resalta este carácter REBOLLO VARGAS, La provocación y la apología, 
pp. 107-108. 
8. A la vez, además del Real Decreto 6 de julio de 1845 (difusión escrita de 
mensajes que elogiaran o defendieran conductas de carácter delictivo), fue so-
bre todo el CP de 1870 el texto que previó la apología en el CP por primera vez, 
como una falta (art. 584.4.°), Y que se perpetúa, con diversos avatares como tal 
falta (art. 566.4), hasta 1989, cuando mediante la LO 3/1989, de 21 de junio, se 
modificó parcialmente el código. Como delito, frente a la criminalidad anar-
quista, fue prevista por la Ley de 10 de julio de 1894 (art. 7) Y por el CP 1928, 
para los delitos de desórdenes públicos (art. 315) Y estragos y afines (art. 
561.2). Con la llegada de la 11 República, volvieron a estar en vigor las previ-
siones de la Ley de 1894 y la falta prevista en el CP, a las que se añadió la in-
fracción definida en la Ley de Defensa de la República, de 21 de octubre de 
1931, para casos de "apología del régimen monárquico o de las personas en 
que se pretenda vincular su representación y el uso de emblemas, insignias o 
distintivos, alusivos a uno u otras" (art. l.IV). También durante el régimen 
franquista se previó, por la Ley de Seguridad del Estado, de 29 de marzo de 
1941, castigar la apología (art. 15.1) de los delitos de traición, contra la forma 
del Estado, terrorismo y explosivos. Pero sobre todo fue prevista en el CP: 
como falta (art. 566.4) de forma genérica, y, de manera específica, para los de-
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1944): "La apología pública, oral o escrita o por medio de la im-
prenta u otro procedimiento de difusión de los delitos comprendi-
dos en este título [se. delitos contra la seguridad interior del Esta-
do], y la de sus culpables, será castigada con la pena de prisión 
menor"9. y después en el arto 216 bis a), que sancionaba los actos 
preparatorios de conspiración, proposición y provocación con la 
pena inferior en un grado a la del delito en cuestión; a los que asi-
milaba en pena la apología (párrafo 11): LO 2/1981, de 4 de mayo, 
y reformado después por LO 9/1984, de 26 de diciembre (deroga-
da por la LO 3/1988, de 22 de mayo). En la misma línea que la 
apología de esos delitos, se previó en tiempo más reciente, a las 
puertas del CP 1995, en sede de delitos contra el Derecho de gen-
tes (art. 137 bis bD y de discriminación (art. 165 ter) 10. Así, hasta 
litos contra la seguridad interior del Estado (art. 268). Después, el Decreto Ley 
3/1979, de 26 de enero, de protección de la seguridad ciudadana, previó tam-
bién otras fonnas de apología de delitos de terrorismo (antes también, median-
te el Decreto Ley 10/1975, de 26 de agosto, se había ampliado la conducta, a 
través de asimilar a la apología otras conductas). 
9. Que antes, en virtud de la LO 4/1980, de 21 mayo, que refonnó el CP 
en materia de libertades de expresión, reunión y asociación, tenía este conteni-
do: "El que hiciere apología oral o escrita o por medio de la imprenta u otro 
procedimiento de difusión de delitos comprendidos en este título o de los co-
metidos por bandas o grupos armados y sus conexos o de sus culpables, será 
castigado con la pena inferior en uno o dos grados, según arbitrio del Tribunal, 
a la correspondiente al delito que hubiere sido objeto de la apología". Sobre 
esta previsión, cfr. MANZANARES SAMANIEGO, Estudio de la Ley Orgánica 
4/1980, de 21 de mayo, de reforma del Código penal en materia de delitos re-
lativos a las libertades de expresión, reunión y asociación, Madrid, 1982, pp . 
159-190; DíAZ MAROTO y VILLAREJO, "La apología específica del arto 268", 
CPC (1987), pp. 289-304. 
10. En concreto, se expresaba entonces: "existe apología cuando ante una 
concurrencia de personas o por cualquier medio de difusión se expongan ideas 
o doctrinas que ensalcen el crimen, enaltezcan a su autor, nieguen, banalicen o 
justifiquen los hechos tipificados en el artÍCulo anterior [se. genocidio], o pre-
tendan la rehabilitación o constitución de regímenes o instituciones que ampa-
ren prácticas generadoras del delito de genocidio, siempre que tales conductas, 
por su naturaleza y circunstancias, puedan constituir una incitación directa a 
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la previsión genérica recogida hoy en el arto 18.1.11. A la cual le 
sigue una nueva previsión en virtud de la LO 7/2000, de 22 de di-
ciembre, que dio la actual redacción al arto 578, para tipificar una 
peculiar forma de apología específica: el enaltecimiento o la jus-
tificación, por cualquier medio de expresión pública o difusión, 
de delitos de terrorismo (arts. 571-577) o de quienes hayan parti-
cipado en su ejecución. Esta previsión marca un nuevo paso, res-
pecto a la del arto 18.l.lPI. 
3. A la vista de la evolución de la legislación española en esta 
materia, la apología no se entiende al margen de los delitos que tie-
ne por objeto. En efecto, la historia de la incriminación en España 
de la apología muestra cómo ha tenido siempre una vinculación 
con delitos considerados especialmente graves, particularmente 
delitos políticos12 , pero no sólo. En concreto, primero delitos con-
tra la seguridad interior; luego de terrorismo, y más adelante con-
cometer delito". El texto había sido introducido en el CP por la LO 4/1995, de 
11 de mayo, la misma Ley que introdujo también tras el delito de discrimina-
ción el de apología de la discriminaciÓn (art. 165 ter). Se trataría de formas es-
pecíficas de apología: cfr. ATC 24/2000, de 18 de enero (cuestión de inconsti-
tucionalidad: caso "Librería Europa"). 
11. Cfr. CANelO MEuÁ, "'Derecho penal' del enemigo y delitos de terroris-
mo", JpD, 44 (julio/2002), pp. 20-24; Rmz LANDÁBURu, Provocación y apolo-
gía, pp. 75-97. 
12. Por otra parte, la apología no es exponente sólo de sistemas penales de 
corte autoritario, sino un medio al que se ha recurrido en la legislación españo-
la desde que se identifican fenómenos que podían mermar los fundamentos del 
Estado. En concreto, obsérvese cómo han recurrido a la apología tanto los CP 
1928 o 1944, como la legislación republicana (cfr. supra, nota 8). Y no cabe ol-
vidar que la previsión genérica de la apología como un acto preparatorio gené-
rico (art. 18.1) no llega hasta el CP 1995, si bien con ciertas limitaciones en 
cuanto a la intensidad de su influjo ("sólo será delictiva como forma de provo-
cación y si por su naturaleza y circunstancias constituye una incitación directa 
a cometer un delito") que la doctrina, y la escasa jurisprudencia al respecto se 
ha encargado de exigir estrictamente. La previsión en 2000 de la apología es-
pecífica en el arto 578 supone un giro en cuanto al alcance del arto 18 definido 
en 1995. 
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tra el Derecho de gentes ... Entre estos delitos graves no se en-
cuentran, en cambio, otras manifestaciones de criminalidad que 
han recibido atención específica en la misma época, y que ha 
dado pie incluso a convenios internacionales para su prevención, 
como sería la criminalidad asociada al tráfico de estupefacientes, 
lavado de capitales de origen delictivo ... Por lo que la previsión 
de la apología en nuestro Derecho no es -según entiendo- la his-
toria de la lucha contra el delito en general, ni la lucha contra el 
crimen más grave, sino muestra de un combate contra ciertos de-
litos: sobre todo, en la actualidad, los de terrorismo, en tomo a los 
cuales se aglutinan las previsiones legislativas españolas. A estos 
se sumarían en tiempos recientes la del genocidio y la de la dis-
criminación l 3, y sobre todo la tipificación (LO 7/2000, de 22 de 
diciembre) del enaltecimiento o la justificación, por cualquier 
medio de expresión pública o difusión, de delitos de terrorismo 
(arts. 571-577) o de quienes hayan participado en su ejecución. 
4. Por otra parte, las resoluciones recaídas en la jurisprudencia 
española en esta materia son muy escasas, en comparación con la 
eficacia que en ocasiones se anuncia a los cuatro vientos para di-
chas medidas 14 • Tampoco la entrada en vigor de la apología tipifi-
cada como acto preparatorio de provocación en el Código Penal 
13. Cfr. LANDA GOROSTIZA, La política criminal contra la xenofobia y las 
tendencias expansionistas del Derecho penal, Granada, 2001 ,passim. 
14. Por lo que no extraña que se haya expresado: "se siguen sin compren-
der bien los motivos de este nuevo empeño en regular una figura que, como la 
apología, prácticamente no ha desempeñado ninguna función político-criminal 
en el ámbito de la aplicación real de nuestra legislación penal, como lo de-
muestra el hecho de que en siglo y medio de existencia legal apenas si ha lo-
grado provocar una docena de resoluciones de nuestro Tribunal Supremo": DEL 
ROSAL BLASCO, "La regulación legal de los actos preparatorios en el código pe-
nal de 1995", en Homenaje al profesor Dr. Gonzalo Rodríguez Mourullo, Ma-
drid, 2005, p. 965, con cita de BELLOCH JULBE, "Contemplación jurisprudencial 
sobre el binomio libertad de información-terrorismo: la 'apología' del terroris-
mo", en Estudios jurídicos en honor de José Gabaldón López, Madrid, 1990, 
pp. 27 ss. 
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de 1995 ha hecho aumentar las resoluciones recaídas por este mo-
tivo. Es más, la jurisprudencia viene realizando interpretaciones 
garantistas de la letra de la ley, de suyo ya estricta. Entre otros ex-
tremos, se exige la creación de un peligro para los bienes jurídi-
cos 15, que alejaría la apología de ser un delito de mera expresión 16. 
15. "El delito de apología delictiva requiere que el autor apologice bien sea 
hechos delictivos determinados, bien a sus responsables, presentando de esta 
manera a los delitos realmente cometidos como una alternativa legítima al or-
den penal establecido por el Estado. Dicho de otra manera: la acción apologé-
tica presenta al comportamiento desviado del autor y a los daños por éste oca-
sionados como un valor superior a los del orden jurídico. Consecuentemente 
este delito no se comete cuando las manifestaciones de aprobación no se refie-
ren a acciones típicas, antijurídicas y amenazadas con pena concretamente eje-
cutadas, sino a la ideología general de personas que en los fines últimos pue-
dan coincidir con la finalidad perseguida por ciertos delincuentes. La razón de 
esta limitación del contenido del tipo penal se debe llevar a cabo a través de la 
distinción entre la motivación ideológica y ejecución delictiva de la misma; la 
apología de la ideología, por lo tanto, no debe ser entendida necesariamente 
como una apología de la realización desviada de los fines postulados por la ide-
ología. El delito de apología no pretende prohibir manifestaciones ideológicas, 
pues en tal caso sería contrario al artículo 20 CE, sino la aprobación de com-
portamientos delictivos» (STS 4 de julio de 1994, RJ 6244, ponente Bacigalu-
po Zapater, resaltado añadido); STS 29 de noviembre de 1997 (RJ 8535, po-
nente García-Calvo y Montiel) . "El delito del arto 268 [se. apología del 
terrorismo] CP [se. 1944] requiere que la acción se refiera al comportamiento 
desviado de los autores de un delito otorgándoles lin valor jurídico superior a 
los del ordenamiento jurídico vigente. Es decir se requiere que el comporta-
miento delictivo sea propuesto como modelo de comportamiento aprobable. En 
particular, no se debe considerar apología del delito una simple expresión pú-
blica de coincidencia con un programa político o ideológico, toda vez que ello 
resultará siempre amparado por el arto 20 CE" (STS 9 de mayo de 1996, RJ 
3805, ponente Bacigalupo Zapater, resaltado añadido). "Ciertamente en el art. 
268 del antiguo Código Penal no se contenía el significado del término apolo-
gía, pero la jurisprudencia había establecido que dicho término había de man-
tenerse en el sentido estrictamente gramatical de discurso hablado o escrito en 
defensa o en elogio de personas o cosas, y por ello podía perfectamente esti-
marse un acto de apología del terrorismo, es decir, un acto de apología del de-
lito que se encontraba regulado en el art. 174, bis, b) [CP 1973] ... En efecto, a 
partir de la entrada en vigor del nuevo Código Penal no sólo se requiere para 
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5. La doctrina española ha sido por lo general crítica con la ti-
pificación de la apología, o al menos con algunos de los extremos 
de su tipificación 17. Se ha criticado en la tipificación de la apolo-
que pueda apreciarse la existencia de una conducta delictiva que se haya pro-
ducido una concreta manifestación apologética, sino que además resulta ele-
mento necesario que dicha manifestación sea apta e idónea para poner en pe-
ligro el bien jurídico protegido con la actividad delictiva que se ensalza, de tal 
manera que pueda ser considerada un peligro potencial para tales bienes jurí-
dicos, en la medida en que pueda determinar a otros a la comisión de un deli-
to" (SAP Guipúzcoa 27 julio 1998, ARP 2339, ponente Domeño Nieto; resal-
tado en el texto). 
16. Cfr. la STS 29 de noviembre de 1997, A 8535, ponente García-Calvo y 
Montiel (caso "mesa nacional HB, 1"), FJ 20.° (obiter dictum): "el marco cons-
titucional veta dichas alternativas al consagrar la libertad de expresión y redu-
cir al máximo las posibilidades de persecución de la apología, tal como eviden-
cia el ajuste normativo que en ese punto presenta el nuevo Código Penal de 
1995"; "Coincide la doctrina más autorizada en señalar que, históricamente la 
consideración como delito de la apología de las acciones ilegales no ha sido 
sino un instrumento dirigido a controlar la disidencia política" (ibidem, FJ 
30.°). En la SAP Guipúzcoa 27 julio 1998 (ARP 2339, ponente Domeño Nieto) 
se entendió que proferir gritos ante un grupo limitado de personas (en el inte-
rior de un vagón de tren, ante los pasajeros) a favor de una organización terro-
rista no constituye apología por cuanto no es una incitación directa a cometer 
un delito. Por su parte, el ATS 23 mayo 2002, RJ 4727, ponente Andrés Ibáñez 
(caso Otegui) desestimó la querella formulada por el Ministerio Fiscal contra 
el procesado por no corresponder a la jurisdicción española el conocimiento de 
los hechos (gritos a favor de una organización terrorista proferidos al término 
de un mitin celebrado en Francia, en marzo de 2002), puesto que no constitu-
yen delito de terrorismo (cfr. infra, nota 18), que sí admitirían la persecución 
aun habiéndose cometido fuera de la frontera española. Frente a dicho Auto de 
23 de mayo se planteó recurso de súplica por el Ministerio Fiscal, que fue des-
estimado poco después (cfr. ATS 14 junio 2002, RJ 4744, ponente Andrés Ibá-
ñez). 
17. Cfr. en España: HERNÁNDEZ GIL, LL, 1981-1, pp. 900-908; DEL ROSAL 
BLASCO, CPC, 1996, pp. 69-88; BARQUíN SANZ, "Apología del genocidio", en 
COBO DEL ROSAL (coord.) et al., Comentarios a la legislación penal. XVIII, 
Madrid, 1997, pp. 375-380; CAMPO MORENO, Represión penal del terrorismo. 
Una visiónjurisprudencial, Valencia, 1997, pp. 198-223; REBOLLO VARGAS, La 
provocación y la apología; ID., Los actos preparatorios punibles, Valencia, 
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gía, entre otros, los siguientes aspectos. La apología supondría un 
adelantamiento de las barreras de punición (de la tipicidad) a un 
estadio en el que es al menos dudoso que sea legítima la interven-
ción penal estatal 18 • Además, por otra parte, no es evidente que la 
tipificación de la apología venga a incrementar los márgenes de 
libertad de forma "inversamente proporcional" a la libertad de 
expresión, información y acción, restringidas por medio de la ti-
pificación 19. La apología participaría más bien de la lógica del 
Derecho penal de autor por cuanto determinados sujetos se ven 
etiquetados como criminales cuando lo que han hecho es ejercer 
el derecho a la libertad de expresión, sin lesionar a nadie directa-
mente y sin que pueda probarse que han hecho surgir en otros la 
decisión de cometer un delit020 • Por eso, la apología cumpliría 
2000, pp. 63-93; Rurz LANDÁBURU, Provocación y apología: Delitos de terro-
rismo, Madrid, 2002. 
18. Cfr.la crítica en REBOLLO VARGAS, La provocación y la apología, pp. 
130-131; DEL ROSAL BLASCO, CPC, 1996, p. 70. 
El ATS 14 junio 2002 (RJ 4744, ponente Andrés Ibáñez) plantea interesan-
tes reflexiones sobre la naturaleza de los actos de apoyo o enaltecimiento, a los 
que considera diferentes ontológicamente respecto a los de ejecución de terro-
rismo: "si el 'enaltecimiento o la justificación' de acciones terroristas son ac-
ciones, por definición legal, de realización ex post y desde la falta de impli-
cación en las primeras, es obvio que -por ineludible imperativo del principio 
de no contradicción- no se podrá decir del apologeta que está, a la vez, dentro 
y fuera del campo de aplicación del delito de terrorismo" , según se define éste 
en la legislación; "las conductas denotadas como apología del terrorismo, con 
independencia de la ubicación que decida darles el legislador cuando opte por 
su incriminación, no son delitos de terrorismo. Y esto, tanto en el plano con-
ceptual y doctrinal, como también, claramente, en la vigente legislación espa-
ñola". 
19. Cfr. Rurz LANDÁBURU, Provocación y apología, pp. 45-54. Esta idea se 
ve confirmada en la STC 199/1987, que enseguida se comentará. 
20. Cfr. STC 159/1986, de 12 de diciembre (caso "diario Egin", recurso de 
amparo; ponente Begué Cantón), sobre la posibilidad de establecer un límite al 
derecho fundamental a la libertad de expresión, si con ello se tutelan bienes ju-
rídicos relevantes. Sobre dicha sentencia, cfr. MIRA BENAVENT, "El caso del 
diario Egin. Comentario a la Sentencia del Tribunal Constitucional de 12 de di-
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funciones instrumentales orientadas a la eficaz prevención del de-
lito (de delitos graves, sobre todo) en políticas criminales de cor-
te intervencionista. 
Una vez vista la situación legal y doctrinal del delito de apolo-
gía, es el momento de adentramos en las resoluciones del Tribu-
nal Constitucional que se refieren a tal forma delictiva. 
11. 
1. La LO 9/1984, de 26 de diciembre, contra la actuación de 
bandas armadas y elementos terroristas y de desarrollo del artícu-
lo 55.2 de la Constitución, preveía en su arto 1 la suspensión de 
los derechos autorizada en dicho precept021 también para delitos 
no susceptibles de ser comprendidos en el concepto de "actuación 
de bandas armadas y elementos terroristas", como son los relati-
vos a la rebelión y a la apología de los delitos comprendidos en 
la propia ley, delitos que no coinciden necesariamente con aqué-
llos a los que se refiere el citado precepto constitucional. Concre-
tamente se establecía en dicha ley: "La presente Leyes de aplica-
ción a las personas integradas en bandas armadas o relacionadas 
con actividades terroristas o rebeldes que proyecten, organicen o 
ejecuten los delitos que se especifican en el siguiente apartado, y 
ciembre de 1986",ADPCP, 1987, pp. 505-528,513. Cfr. también las conside-
raciones que efectúa AsúA BATARRITA, "Apología del terrorismo y colabora-
ción con banda armada: delimitación de los respectivos ámbitos típicos" , LL 
(1998-3), p. 1640. Cfr. infra, 11, párr. 7. 
21. "Una ley orgánica podrá determinar la forma y los casos en los que, de 
forma individual y con la necesaria intervención judicial y el adecuado control 
parlamentario, los derechos reconocidos en los artículos 17, apartado 2 [dura-
ción de la detención preventiva], y 18, apartados 2 y 3 [inviolabilidad del do-
micilio y secreto de las comunicaciones], pueden ser suspendidos para perso-
nas determinadas, en relación con las investigaciones correspondientes a la 
actuación de bandas armadas o elementos terroristas" (art. 55.2 CE) . 
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las que cooperen en ellos o provoquen a la participación en los 
mismos, o encubran a los implicados" (art. 1.1). Para añadir a 
continuación (art. 1.1.2.° párrafo): "También es de aplicación a 
las que hicieran apología de tales delitos". 
2. Los recurrentes entendieron que tal previsión chocaba con 
el margen de suspensión a que habilita el arto 55.2 CE. En efecto, 
ante tal situación, y también por el contenido de otros preceptos, 
en el recurso interpuesto por el Parlament de Catalunya se plan-
tea "la inconstitucionalidad de toda la Ley Orgánica 9/1984 por 
entender que extiende la aplicación del arto 55.2 de la Constitu-
ción a unos supuestos no previstos" en dicho precepto, que "sólo 
se refiere a las investigaciones correspondientes a la actuación de 
bandas armadas y elementos terroristas" (cfr. antecedente núm. 4 
y FJ 2). Por su parte, el recurso interpuesto por el Parlamento 
Vasco planteaba la inconstitucionalidad del arto 1 de la citada LO, 
por entender que la inclusión de la apología del terrorismo y de la 
rebelión como delitos que podría dar lugar a suspensión de dere-
chos fundamentales infringía exigencias de legalidad y seguridad 
jurídica del arto 9 de la Constitución. Concretamente: "Dicho arto 
1 se refiere a delitos que sobrepasan 'la actuación de bandas ar-
madas o elementos terroristas' que menciona el arto 55.2 de la 
Constitución. Así ocurre cuando se incluye la apología del delito, 
que es un delito independiente de la actividad terrorista, o cuan-
do se incluye en el ámbito de la Ley el supuesto de la rebelión. La 
conexión de este arto 1 con el resto de lo previsto en la Ley Orgá-
nica supone la creación de un ámbito de aplicación de la excep-
cionalidad del arto 55.2 de la Constitución, que excede mucho de 
las previsiones constitucionales, y ello con el agravante de la in-
determinación que desconoce los principios jurídicos de interdic-
ción de la analogía o de meticulosa concreción de las acciones y 
omisiones punibles" (cfr. antecedente núm. 9.1] y FJ 2). 
3. En las alegaciones del Abogado del Estado se defendió la 
constitucionalidad del precepto impugnado con la siguiente ar-
gumentación: "La apología del terrorismo, puede ser un delito 
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no independiente en sus motivaciones o en su relación de las or-
ganizaciones terroristas, sino que tiende a conseguir un efecto 
concertado en sus motivos y en su proyección organizativa con 
los propósitos terroristas. Por ello la Ley entiende que la acción 
investigadora sobre él puede merecer la suspensión de los dere-
chos fundamentales de las personas, sin que pueda afirmarse que 
en todos los supuestos de apología del terrorismo no exista pre-
visión de relación con elementos terroristas o bandas armadas. 
La Ley no convierte sin más al apologeta del terrorismo en un 
elemento terrorista, ni 'penaliza' por vías procesales una actitud 
de simpatía ideológica, sino sólo juzga que existe la probabilidad 
de una relación de tal entidad, que hace conveniente aplicar me-
didas de investigación". Por lo que la cláusula abierta que pre-
senta el arto 1 de la ley impugnada sería perfectamente compren-
sible dadas las particularidades del terrorismo (cfr. antecedente 
núm. 11.1] y FJ 2). 
4. La argumentación de la sentencia rechaza la alegación del 
Abogado del Estado, que -sin mencionarla expresamente- se mo-
vía más en el ámbito de la proporcionalidad que en el de la lega-
lidad estricta, que era el aludido en cambio por ambos recursos de 
inconstitucionalidad. Así parece comprobarse cuando la sentencia 
expresa: "el problema planteado no es el de la razonabilidad de 
tal inclusión, sino el de si el legislador estaba habilitado para ello 
[se. fijar los supuestos que den lugar a suspensión de derechos 
fundamentales] por el arto 55.2 de la Constitución" (FJ 4). La 
conclusión es que "debe considerarse contraria al arto 55.2 de la 
Constitución la inclusión de quienes hicieran apología de los de-
litos aludidos en el arto 1 de la Ley en el ámbito de aplicación de 
esta última en la medida en que conlleva una aplicación a dichas 
personas de la suspensión de derechos fundamentales prevista en 
tal precepto constitucional, es decir, en relación con los arts. 13 a 
18 de la Ley Orgánica 9/1984" (cfr. ibidem). Sin embargo, dicha 
conclusión sólo es válida para la apología de delitos de terroris-
mo y no para la rebelión (cfr. ibidem). 
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5. La premisa que da lugar a la conclusión ahora recogida es 
que la apología de delitos de terrorismo no constituye un caso de 
delito de terrorismo. No se refiere la argumentación de la senten-
cia, pero bien podría haberlo hecho tras esa misma premisa, al 
origen del precepto constitucional del arto 55.2, pues la suspen-
sión prevista en él se ideó precisamente con el terrorismo a la vis-
ta22 • La argumentación de la sentencia es en este punto una mera 
comparación sobre el ámbito de significado que se atribuye al te-
rrorismo y a la apología: "La manifestación pública, en términos 
de elogio o de exaltación, de un apoyo o solidaridad moral o ide-
ológica con determinadas acciones delictivas, no puede ser con-
fundida con tales actividades, ni entenderse en todos los casos 
como inductora o provocadora de tales delitos" (FJ 4). Tal con-
clusión supone aceptar uno de los argumentos aludidos en el re-
curso del parlamento Vasco: "la apología del delito [ ... ] es un de-
lito independiente de la actividad terrorista" (cfr. antecedente 
núm. 9.1]). 
6. Más allá de consideraciones coyunturales, la relación entre 
la apología de delito y el delito objeto de apología no es cuestión 
pacífica: ¿es la apología un delito independiente o se halla en ne-
cesaria relación con el delito objeto de apología? La primera op-
ción atribuye entidad propia a la apología, mientras que la segun-
da lo configura como un hecho dependiente del delito principal, 
objeto de apología. En concreto, en el caso del terrorismo, esta 
segunda opción llevaría a considerar la apología como "variante" 
de actos terroristas (sancionados por tanto con pena más grave), 
mientras que según la primera opción, la apología de delitos te-
rroristas no sería "esencialmente" diferente de la que pudiera re-
caer sobre el delito fiscal o el hurto. Según la resolución comen-
tada, se trataría de dos delitos diversos, por lo que no tiene 
22. Cfr. FERNÁNDEZ SEGADO, "Artículo 55. La suspensión de derechos", en 
ALZAGA VILLAAMIL (dir.), Comentarios a la Constitución española de 1978, 
IV, Madrid, 1996, pp. 627-634. 
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sentido incluir a los apologetas del terrorismo en una ley que vie-
ne a prevenir este últim023 • , 
7. El propio Tribunal Constitucional había tenido ocasión un 
año antes, en 1986, de pronunciarse sobre la apología del delito. 
Se trata de la sentencia que resolvió el recurso del director del 
diario Egin contra la sentencia que le condenaba como autor de 
dos delitos de apología del terrorismo. El TS, en su Sentencia de 
31 diciembre 1983, había desestimado el recurso de casación in-
terpuesto por el director del diario en cuestión contra la sentencia 
de la Audiencia Nacional (de 13 diciembre 1982, Sección Prime-
ra de lo Penal) que le condenaba como autor de dos delitos de 
apología del terrorismo, por la publicación de sendos comunica-
dos de la organización terrorista ETA-Militar en su periódico. En 
concreto, se trataba de la apología tipificada en el arto 1 del Real-
Decreto Ley 3/1979, de 26 enero: "La apología pública, oral o es-
23, Años después, el Tribunal Constitucional tendrá ocasión de pronun-
ciarse de nuevo sobre la apología, En esta ocasión -aunque se trata de una idea 
empleada "a mayor abundarniento"- se reconoce en cambio cierta relación en-
tre la apología y el delito objeto de apología. En efecto, en la STC 241/1992, 
de 21 de diciembre (ponente López Guerra) se afirmó la conexión de la apolo-
gía con el delito de terrorismo, Se trata del caso de la Asociación de Mujeres de 
Policía Nacional de Guipúzcoa, que había recurrido contra el Auto de la Sala 
de lo Civil y Penal del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco (6 de febre-
ro de 1990), que le negaba legitimidad para ejercer la acción popular en un pro-
ceso por apología del terrorismo, La cuestión de la legitimidad procesal no se-
ría ahora tan relevante, si no fuera por una consideración empleada en la 
sentencia para reconocerles el derecho a ejercer la acción popular. Sin entrar a 
decidir sobre si la legitimación de las personas jurídicas para acceder a la juris-
dicción a través del ejercicio de la acción popular exige que el proceso penal en 
el que se pretende ser parte haya de tener alguna conexión con los fines asocia-
tivos, se lee en el FJ 3.°; "no es difícil identificar también un evidente interés 
específico por parte de la Asociación en la persecución penal de quienes hacen 
apología de actividades primariamente encaminadas contra los cónyuges y fa-
miliares de las integrantes de una Asociación que, como la recurrente, lo es de 
'Mujeres de Policía Nacional de Guipúzcoa"', sin que el empleo del término 
"ciudadano" cierre la posibilidad de ejercer la acción a una asociación (cfr. 
también FJ 5.°). 
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crita O por medio de la imprenta u otro procedimiento de difu-
sión, de las conductas y actividades de las personas a que se refie-
re el número primero del artÍCulo tercero del presente Real Decre-
to-Ley ['Todos los cometidos por persona o personas integradas 
en grupos o bandas organizados y armados y sus conexos'] será 
castigada con la pena de prisión menor" . El Tribunal Constitucio-
nal otorgó el amparo (STC 159/1986, de 12 de diciembre, ponen-
te Begué Cantón) por entender que existía un conflicto entre el 
interés protegido por la ley penal (perseguir el delito de terroris-
mo incluso mediante la apología) y la libertad de expresar y reci-
bir información (el derecho del director de un periódico a publi-
car unos comunicados emitidos por una organización terrorIsta 
cuyo contenido apologético no se cuestiona). 
La argumentación de la sentencia parte de la distinción entre la 
acción de redactar y remitir los comunicados en sí (cuyo sentido 
apologético no se discute) y la de difundirlos (cuya entidad como 
apología sí se discute por entrar precisamente en colisión con el 
derecho de información: arto 20.1.d] CE)24. y si dicha informa-
24. La premisa necesaria se aporta en el FJ 6.°: "Es cierto, como señalan 
las Sentencias impugnadas, que los derechos y libertades fundamentales no son 
absolutos, pero no lo es menos que tampoco puede atribuirse dicho carácter a 
los límites a que ha de someterse el ejercicio de tales deréchos y libertades. 
Tanto las normas de libertad como las llamadas normas limitadoras se integran 
en un único ordenamiento inspirado por los mismos principios en el que, en úl-
timo término, resulta ficticia la contraposición entre el interés particular subya-
cente a las primeras y el interés público que, en ciertos supuestos, aconseja su 
restricción. Antes al contrario, tanto los derechos individuales como sus limi-
taciones, en cuanto éstas derivan del respeto a la Ley ya los derechos de los 
demás, son igualmente considerados por el arto 10.1 de la Constitución como 
'fundamento del orden político y de la paz social'. Así este Tribunal pudo de-
clarar en su Sentencia 25/1981, de 14 de julio, que los derechos fundamentales 
resultan ser 'elementos esenciales de un ordenamiento objetivo de la comuni-
dad nacional' , reiterando posteriormente el destacado interés público que se 
halla en la base de la tutela de los derechos fundamentales. 
"Se produce, en definitiva, un régimen de concurrencia normativa, no de ex-
clusión, de tal modo que tanto las normas que regulan la libertad como las que 
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ción "consiste en la mera reproducción de los comunicados no 
acompañada de juicios de valor que demuestren que el periodista 
asume el contenido apologético de los mismos"25 y si "la libertad 
establecen límites a su ejercicio vienen a ser igualmente vinculantes y actúan re-
cíprocamente. Como resultado de esta interacción, la fuerza expansiva de todo 
derecho fundamental restringe, por su parte, el alcance de las normas limitado-
ras que actúan sobre el mismo; de ahí la exigencia de que los límites de los de-
rechos fundamentales hayan de ser interpretados con criterios restrictivos y en 
el sentido más favorable, a la eficacia y a la esencia de tales derechos. 
"Por otra parte, es preciso destacar, por lo que se refiere al precepto consti-
tucional en que se apoya el presente recurso, que el arto 20 de la norma funda-
mental, además de consagrar el derecho a la libertad de expresión y a comuni-
car o recibir libremente información veraz, garantiza un interés constitucional: 
la formación y existencia de una opinión pública libre, garantía que reviste una 
especial trascendencia ya que, al ser una condición previa y necesaria para el 
ejercicio de otros derechos inherentes al funcionamiento de un sistema democrá-
tico, se convierte, a su vez, en uno de los pilares de una sociedad libre y demo-
crática. Para que el ciudadano pueda formar libremente sus opiniones y partici-
par de modo responsable en los asuntos públicos, ha de ser también informado 
ampliamente de modo que pueda ponderar opiniones diversas e incluso contra-
puestas. En este sentido se ha manifestado este Tribunal desde su Sentencia 
6/1981, de 16 de marzo, hasta la más reciente 104/1986, de 17 de julio, al po-
ner reiteradamente de manifiesto que el derecho a la información no sólo pro-
tege un interés individual, sino que entraña 'el reconocimiento y la garantía de 
una institución política fundamental, que es la opinión pública, indisoluble li-
gada con el pluralismo político'. 
"Esta posición preferencial del derecho fundamental reconocido en el arto 
20.1, d) de la Constitución, si de una parte implica, como señalan las Senten-
cias impugnadas, una mayor responsabilidad moral y jurídica en quien realiza 
la información, de otra exige una rigurosa ponderación de cualquier norma o 
decisión que coarte su ejercicio. Por ello, cuando la libertad de información en-
tre en conflicto con otros derechos fundamentales e incluso con otros intereses 
de significativa importancia social y política respaldados, como ocurre en el 
presente caso, por la legislación penal, las restricciones que de dicho conflicto 
puedan derivarse deben ser interpretadas de tal modo que el contenido funda-
mental del derecho en cuestión no resulte, dada su jerarquía institucional, des-
naturalizado ni incorrectamente relativizado" (FJ 6.°). 
25. Se trata del argumento del "reportaje neutral" (que es cualitativamen-
te distinto del reportaje expresión de juicios de valor), que volverá a hacerse 
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de infonnación juega un papel esencial como garantía institucio-
nal del principio democrático que inspira nuestra Constitución" , 
se concluye que puede ser preponderante sobre el interés en los 
fines de la ley penal (cfr. FJ 8.°). Y ello, porque "al no haber sido 
objeto de la debida consideración ambos aspectos de las Senten-
cias recurridas ante esa sede, ha de estimarse que en ellas han re-
sultado vulnerados los arts. 20.1, d) Y 25.1 de la Constitución. El 
primero [libertad de infonnación] porque, al interpretar los órga-
nos judiciales la Ley Penal como un límite absoluto del derecho a 
infonnar, 'con abstracción de que (el infonnador) asuma o no 
comparta la actividad delictiva' y supeditando dicho derecho fun-
damental a cualquier interés que pueda inspirar al legislador pe-
nal, se ha producido, en el caso que nos ocupa, una limitación del 
mismo incompatible con su contenido constitucional; y el segun-
do [legalidad penal] porque, al aplicar automáticamente las nor-
mas sobre autoría del Código Penal, sin tener en cuenta la especí-
fica naturaleza constitucional del hecho informativo, se ha 
producido una extensión de la Ley Penal mediante una interpre-
tación analógica en contra del acusado, que el mencionado pre-
cepto de la Constitución impide" (FJ 8.°). 
Según entiendo la ponderación entre libertad de infonnación y 
el interés en hacer cumplir la ley penal en materia de terrorismo 
presupone la valoración de la apología con todas sus implicacio-
nes: no es 10 mismo ponderar la libertad de infonnación frente al 
interés en perseguir un delito de estafa, que si 10 es de un delito 
de terrorismo. Esta consideración estuvo sin duda presente en el 
FJ 8.° ahora resumido. 
8. La colisión entre la libertad de infonnación y el interés en 
perseguir el delito pasa a ser un punto de referencia en la jurispru-
dencia del Tribunal Supremo sobre la apología. Así, claramente 
presente en otras resoluciones. Así, en la STC 136/1999, de 20 de julio (recur-
so de amparo), ponente Viver Pi-Sunyer (caso "mesa nacional HB, 2"): cfr. FJ 
16°-18°. 
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en la STS 29 de noviembre de 1997 (ponente García-Calvo y 
Montiel), en la que se absuelve de la acusación de los delitos de 
pertenencia a banda armada y apología del terrorismo (arts. 216 
bis a] y 268 del Código Penal de 1973), y se condena por un deli-
to de colaboración con banda armada (caso "mesa nacional de 
HB, 1"). Para el Tribunal Supremo, no constituyen apología pu-
nible (18.1 del Código Penal de 1995) las manifestaciones verti-
das en los comunicados en cuestión "en la medida en que no su-
ponen, expresamente, la manifestación pública de solidaridad con 
una actividad delictiva que se dirija y sea apta o capaz de provo-
car su perpetración" (FJ 30.°). La ponderación entre libertad de 
información y el interés público en perseguir se salda a favor de 
la primera26 • Es más, la aplicación de la apología punible ha de 
efectuarse según una interpretación conforme con la Constitu-
ción, en la que juega un gran papel una norma que afirma ser "la 
adaptación positiva ... del Código Penal a los valores constitucio-
nales" (cfr. Exposición de Motivos del Código Penal de 1995). Por 
lo que, si en éste la apología se restringe a ciertos delitos (arts. 
26. Cfr. FJ 30.°: "Coincide la doctrina más autorizada en señalar que, his-
tóricamente la consideración como delito de la apología de las acciones ilega-
les no ha sido sino un instrumento dirigido a controlar la disidencia política. 
Mas en la medida en que la Democracia exige la presencia de una opinión pú-
blica y libremente formada como cauce para facilitar y promover la participa-
ción de los ciudadanos en la toma de decisiones hablar de apología del delito 
supone analizar la relación entre libertad de expresión e información y los po-
sibles límites de las mismas derivados del interés público que subyace en las 
normas penales (SSTC 159/1986 [caso Egin], 199/1987 [caso 'Parlamentos 
vasco y catalán']" y 214/1991) [ ... ] "Y es que, en efecto, frente a la tipificación 
del delito de apología no cabe -como algunos pretenden- oponer como abso-
luto el derecho a la libertad de expresión, pues éste -repetidamente lo ha decla-
rado el Tribunal Constitucional y esta Sala- no tiene tal carácter, pese a que en 
ocasiones, variando anteriores posiciones, se ha afirmado su 'posición prefe-
rente' cuando entra en conflicto con otros derechos o valores constitucionales, 
en la medida en que, junto a la libertad de información, contribuye a la forma-
ción de una opinión pública libre (SSTC 104/1986 y 171/1990, por todas)". 
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18.1 Y 578), ha de tomarse en cuenta esa voluntad restrictiva del 
legislador (efr. FJ 30.°). 
111. 
1. A la vista de las resoluciones mencionadas, puede efectuarse 
algunas consideraciones sobre el contenido de injusto de la apo-
logía de delito. Se perciben, al menos, tres formas de concebir la 
apología de delito. 
Se identifica, por una parte, la explicación de la apología en cla-
ve de adhesión a delitos ajenos. Esta explicación del contenido de 
injusto de la apología se percibe sobre todo en la legislación de los 
últimos años. En efecto, en la política criminal actual, que ha sido 
calificada como expansiva27 , se presta especial atención a conduc-
tas de adhesión, aunque sea ésta de orden inmaterial o difícilmen-
te explicable desde los parámetros de la provocación o de la crea-
ción de un climax delictivo. En esta lógica se insertaría, no sólo la 
apología tipificada en diversos impulsos legislativos de los ultimos 
años (efr. supra, 1, párr. 2), sino también la creación de los delitos 
de colaboración con banda armada (art. 576 CP, y antes arto 174 bis 
a] CP 1973), actos de "terrorismo urbano" (art. 577 CP, reformado 
por LO 7/2000, de 22 de diciembre), conductas de enaltecimiento 
o justificación de delitos de terrorismo (art. 578 CP, reformado 
también por LO 7/2000, de 22 de diciembre), o de reclamo de ac-
tos terroristas (art. 170.2, introducido por LO 2/1998, de 15 de ju-
nio). Estas últimas conductas podrían calificarse como terrorismo 
basado no tanto en actos previos (según el modelo clásico de la 
causación de efectos dañosos), cuanto terrorismo de "contexto" o 
"situación". Mediante tales figuras parecen perseguirse objetivos 
instrumentales, encaminados a aislar o convertir en tabú a los 
27. efr. por todos, SILVA SÁNCHEZ, La expansión del Derecho penal, 2." 
ed., Madrid, 2001,passim. 
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eventuales autores. Se repite el fenómeno que en otras épocas lle-
vó a definir algunas figuras con fines instrumentales28: así, la san-
ción de la ratificación del delito cometido, o ratihabitio, que bus-
caba superar las dificultades de prueba derivadas del mandatum29 • 
Aunque hoy en día resulta inviable, por contradecir postulados bá-
sicos del principio de culpabilidad, la apología podría interpretar-
se estructuralmente como una criminalización de la ratificación de 
un delito ajeno30 • 
2. En la actualidad, no faltan tampoco tipos penales referidos a 
conductas anteriores, ya realizadas, en cuanto adhesiones en las 
que prima lo significativo sobre la eficacia del influjo. A dichos 
medios se sumaría también la previsión de la figura de la apología, 
o de tipos similares31 • Así puede entenderse la decisión del legisla-
dor español de sancionar penalmente la conducta de quien niega la 
existencia de la comisión de delitos de genocidio (art. 607.2, pri-
mera modalidad): el resultado de dicha conducta obviamente es 
28. Contra tal proceder, GÓMEZ B¡;:NíTEZ, Teoría jurídica del delito. Dere-
cho penal. Parte general, Madrid, 1988, pp. 542-543, para el arto 174 bis b] CP 
1973; CANCIO MELlÁ, JpD, 44 Uulio/2002), p. 19. 
29. Cfr. SÁNCHEZ-OSTIZ, ¿Encubridores o cómplices?, Madrid, 2004, p. 62. 
30. Cfr. SILVA SÁNCHEZ, El nuevo Código penal: cinco cuestiones funda-
mentales, Barcelona, 1997, p. 154. 
31. La interpretación que efectuaba QUINTANORIPOLLÉS, Tratado de la 
parte especial del Derecho penal, IV, Madrid, 1967, pp. 79-80, de la apología 
iba en esta dirección: se trataría de una punición por un acto ex post jacto. Cier-
tamente Quintano restringía la apología mediante la exigencia de que el enal-
tecimiento fuera de un delito concreto cometido y enjuiciado, y no del crimen 
en general, por impedirlo la libertad de expresión (cfr. ibidem, p. 80). La apo-
logía encerraría así una suerte de solidaridad intelectual con el delito previo: se 
trataría de una interpretación cercana a la que cabe hacer del encubrimiento 
como supuesto de accesoriedad after thejact (ibidem). 
Que la apología (se. de delitos de terrorismo y antes del CP 1995) ha de 
considerarse respecto a delitos ya realizados, es defendido después por HER-
NÁNDEZ GIL, LL, 1981-1, pp. 900-902; LAMARCA PÉREZ, Tratamiento jurídico 
del terrorismo, Madrid, 1985, p. 293; RUIZ LANDÁBURU, Provocación y apolo-
gía,pp. 39-41. Contra, expresamente, MIRABENAVENT,ADPCP (l987),p. 524. 
LA APoLoaiA DEL DELITO 641 
menos relevante en sí mismo que el contenido de los genocidios 
negados, ya pasados. A la conducta así sancionada da sentido, no 
el resultado de las afIrmaciones emitidas, ni el posible efecto pro-
vocador del odio (ya está previsto en otro tipo), ni tampoco la pro-
tección de las generaciones sucesoras de las entonces afectadas 
(que pueden ser tuteladas por otras vías), sino los mismos delitos 
objeto de negación, por lo que se estructurarían como conductas 
de expresión de ideas. Estas fIguras delictivas ponen de manifies-
to cómo la intervención penal se amplía más allá de lo que era de-
fendido desde una óptica liberap2 para incluir como típicas con-
ductas propias de las fases preparatoria y subsiguiente. En efecto, 
los actos de apología pueden ser anteriores o posteriores al delito 
enaltecido. Lo que el arto 18 del Código Penal exige es entender 
que la apología es además una contribución "preparatoria"33, se-
gún se desprende de la letra de la ley, que requiere "incitación di-
recta a cometer un delito" (argumento gramatical). y de su ubi-
cación, pues "sólo será delictiva como forma de provocación" 
(argumento sistemático); a lo que cabría añadir que resulta conve-
niente, por proporcionado, exigir cierta entidad a los actos de en-
altecimiento del delincuente, cosa que vendría de conectar la apo-
logía con un delito a realizar, "incitación directa" (argumento 
teleológico )34; además, el origen del precepto enseña que la apolo-
32. Cfr. QUINTERO OLIVARES, en QUINTERO et al., Comentarios, art.18, Nm 
I.B (p. 126). Crítico con la tipificación de la apología del arto 578, CANCIO ME-
LIÁ,JpD, 44 (julio/2002), p. 26; ID., ZStW 117 (2005), p. 269. También crítico, 
para la tipificación en Derecho italiano de delitos de apología, propaganda y vi-
lipendio, MOCCIA, La perenne emergenza. Tendenze autoritarie nel sistema pe-
nale, Nápoles, 1997,pp. 110-111. 
33. Cfr. RUIZ LANDÁBURU, Provocación y apología, pp. 34-35, quien sin 
embargo destaca el sentido ex post Jacto de enaltecimiento del delito ya come-
tido (cfr. ibidem, pp. 39-41). 
34. Exigencia que se percibe claramente en la STS 29 de noviembre de 
1997 (RJ 8535, ponente García-Calvo y Montiel, caso "mesa nacional HB, 
1 "): "es exigible que la concreta manifestación apologética no sólo se dirija 
a defender la actividad delictiva ya realizada y a sus autores, sino que , ade-
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gía ha venido asociada a la prevención, es decir, a la evitación de 
lo que se puede evitar, conductas futuras, sobre todo las constitu-
tivas de delitos más graves (argumento histórico )35. 
Dichos argumentos, sin embargo, abonarían una apología-acto 
preparatorio; y no la apología en cuanto referida al objeto del en-
altecimiento que es vehículo de ideas para la provocación. Nada 
impide que la apología-hecho enaltecido se refiera también a de-
litos ya cometidos. En definitiva, que la apología exija concep-
tualmente la influencia en la posible comisión de nuevos delitos, 
no quita que su concepto (enaltecimiento) incluya también la ex-
posición de delitos anteriores (enaltecimiento incitador)36. Esta 
conclusión deja al descubierto uno de los rasgos de la virtualidad 
de la apología: que además del efecto incitador, la conducta es de 
enaltecimiento de un delit037 . Ambos elementos a la vez: no se 
comete apología sólo incitando, pues es preciso hacerlo además 
enalteciendo el crimen. Lo cual sitúa a la apología en el ámbito, 
tanto del delito al que se incita, como en el enaltecido. Y en la 
más, ha de ser apta e idónea para poner en peligro el bien jurídico protegido 
con la actividad delictiva que se ensalza, de forma que pueda ser considera-
da un peligro potencial para tales bienes jurídicos en la medida en que pueda 
determinar a otros a la perpetración del delito" (FJ 30.°). Cfr. también, supra, 
nota 15. 
35. La doctrina acostumbra a centrarse en el elemento incitador (de delitos 
futuros): cfr. REBOLLO VARGAS, La provocación y la apología, p. 116; CARBO-
NELL MATEU, en COBO DEL ROSAL (coord.) et al., Comentarios a la legislación 
penal. Il, 1983, p. 241; DÍAZ MARoTo y VILLAREJO, CPC (1987), pp. 295-300. 
Contra, HERNÁNDEZ GIL, LL (1981-1), pp. 900-902; RUIZ LANDÁBURU, Provo-
cación y apología, pp. 39-43. Y es algo exigido también por ciertajurispruden-
cia: cfr. en ASÚA BATARRITA, LL (1998-3), pp. 1638-1646, 1640. 
36. Al menos hay que reconocer que el enaltecimiento del delito puede fa-
vorecer la comisión de nuevos crímenes: cfr. así MANZANARES SAMANIEGO, Es-
tudio de la Ley Orgánica 4/1980, p. 170. 
37. Así: "No se atenta con la conducta apologética contra algo diferente a 
lo que se lesiona con el delito alabado, siendo precisamente este elemento co-
mún el que proporciona un injusto sancionable a la apología": RUIZ LANDÁBU-
RU, Provocación y apología, p. 39. 
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medida en que la apología sirve al efecto de alterar o poner en 
duda la norma del delito objeto de enaltecimiento, la prevención 
general se vería puesta en duda. Aunque los argumentos acabados 
de señalar conducen a vincular la apología con la provocación a 
un delito por cometer, "con todo, tampoco cabría excluir que la 
apología vulnere precisamente -desestabilice- la norma afectada 
por el hecho ensalzado. La duda alcanzaría más bien a la determi-
nación de si tal vulneración es suficiente para la sanción penal. 
Aparte -obviamente- del conflicto con la libertad de expre-
sión"38. 
Que la apología posee específico sentido por 10 que se refiere 
además al hecho previo, 10 prueba el que antes de la vigencia del 
Código de 1995, se preveía sólo en contados y excepcionales ca-
sos: precisamente en supuestos que parecen portadores de espe-
cial contenido de injusto, y que establecían la pena en función del 
delito "objeto de apoI9gía". Así, en los casos previstos en los ar-
tículos 137 bis b) CP 1973 parecía establecerse la gravedad de la 
apología en relación al delito difundido y ensalzado (genocidio). 
El caso previsto en el artículo 165 ter CP 1973 (discriminación) 
igualmente parecía referido a la discriminación misma; también 
el del artículo 216 bis a.1I CP 1973 (rebelión y terrorismo); y fi-
nalmente el del artículo 268 CP 1973 (apología de los delitos del 
antiguo título 11, de la seguridad interior del Estado), que se remi-
tía para la fijación de la pena "al delito que hubiere sido objeto de 
apología". En definitiva, si en el Código la apología encuentra 
sentido especialmente por el delito a que puede dar lugar (cfr. su-
pra, párr. 1), no es menos cierto que también el delito ensalzado 
-cometido ya, incluso hace mucho tiempo-, puede constituir la 
mejor vía para incitar a cometer delitos39 . 
38. SILVA SÁNCHEZ, El nuevo Código penal, p. 154. 
39. Crítico con la interpretación de la apología por su conexión con el de-
lito previo enaltecido, REBOLLO VARGAS, La provocación y la apología, pp. 
125-126. Cfr. en cambio, lo señalado por otros autores: supra, nota 31. 
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3. Esto explica que se haya visto en la comunicación de ideas 
la posibilidad de afectar a la vigencia de la norma40 en términos 
suficientemente relevantes como para considerar como delito cier-
tos actos de expresión41 , tendentes a generar cierto climax delicti-
40. Para Jakobs, cfr. JAKOBS, Derecho penal. Parte General. Fundamentos 
y teoría de la imputación (trad. de la 2.a ed. alemana, 1991, Cuello/Serrano), 
Madrid, 1997, § 2, Nm 25c, hay efectivamente conductas de manifestación de 
ideas -anuncio de delitos futuros- que pueden hacer perder la confianza en las 
expectativas normativas, y que podrían sancionarse, en la medida en que cons-
tituyen un "injusto parcial derivable del delito anunciado" (cursiva del autor); 
pero se refiere sobre todo a delitos futuros, y se muestra crítico respecto a deli-
tos ya cometidos (cfr. JAKOBS, "Criminalización del estadio previo a la lesión 
de un bien jurídico" [orig. 1985, trad. Peñaranda], en Estudios de Derecho pe-
nal, Madrid, 1997, pp. 320-321). 
41. "Se trata de un delito de opinión, que tiene al de terrorismo como re-
ferente necesario pero externo, desde el punto de vista del 'iter criminis'. De 
un delito, pues, relacionado con el de terrorismo en el plano ideológico y en 
la perspectiva del bien jurídico de referencia, pero de cuya naturaleza, de cu-
yos rasgos constitutivos, de cuya gravedad no participa, aun cuando exista 
una convergencia ideal en el plano de los fines": ATS 14 junio 2002 (RJ 4744, 
ponente Andrés Ibáñez). En el caso conocido como "Librería Europa", el pro-
cesado había sido condenado por el Juzgado de lo Penal núm. 3 de Barcelona 
por un delito continuado del arto 607.2 (negación de hechos genocidas) y por 
uno también continuado de provocación a la discriminación del arto 510, por 
los siguientes hechos: "distribución, difusión y venta de todo tipo de materia-
les en soporte documental y videográfico, libros, publicaciones, cartas, carte-
les, etc., en los que de forma reiterada e inequívocamente vejatoria para el 
grupo social integrado por la comunidad judía, se negaba la persecución y ge-
nocidio sufridos por dicho pueblo durante el período histórico de la Segunda 
Guerra Mundial, masacre colectiva programada y ejecutada por los responsa-
bles de la Alemania nazi que gobernaron en la época del III Reich. La inmen-
sa mayoría de dichas publicaciones, contenían textos en los que se incita a la 
discriminación y alodio hacia la raza judía, considerándoles seres inferiores". 
Sin embargo, la SAP Barcelona 14 septiembre 2000 (ARP 1547/2000) plan-
teó cuestión de inconstitucionalidad ante el Tribunal Constitucional respecto 
al arto 610 (y no contra el 510) por apreciar que se da un conflicto entre la li-
bertad de expresión e información, por un lado, y otros derechos y bienes ju-
rídicamente protegidos. El Tribunal Constitucional ya había expresado en su 
sentencia 199/1987: "La manifestación pública, en términos de elogio o de 
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V042 • Problema que, sin embargo, no queda resuelto es la cuestión 
valorativa de si eso es suficiente para justificar una sanción penal. 
Así como el intento de presentar la apología como una forma de 
sanción de la ratificación del delito cometido o ratihabitio 
(supra, párr. 1) podría entenderse como una explicación "causal" 
hacia el pasado por asunción de lo realizado, presentarla como 
una modalidad de provocación incitadora, es una explicación 
causal pero hacia el futuro por desencadenamiento de lo que se va 
a realizar. Es decir, ambas son explicaciones causales: una hacia 
el pasado (la ratihabitio servía para dar por existente el manda-
tum con el fin de superar dificultades de prueba), otra hacia el fu-
turo (incitación al delito). 
Por eso, cabe otra visión de la apología, que resalta la eficacia 
negativa para la prevención del delito y que se identifica en las 
resoluciones del Tribunal Constitucional analizadas. Se trata de 
una explicación de la apología como medio que hace peligrar la 
prevención general de delitos al poner en duda la norma cuya in-
fracción se enaltece, que no sería de carácter causal, sino que des-
tacaría el aspecto simbólico. Explicaciones que destacan el aspec-
to simbólico-comunicativo de la apología (enaltecimiento del 
crimen) pueden referirse al pasad043, pero también al futuro. En 
exaltación, de un apoyo o solidaridad moral o ideológica con determinadas 
acciones delictivas, no puede ser confundida con tales actividades". En línea 
semejante, cfr. la STS 4 de julio de 1994 (RJ 6244, ponente Bacigalupo Zapa-
~~. . 
42. Cfr. LAMARCA PÉREZ, Tratamiento jurídico del terrorismo, p. 292: "aun-
que la apología no provoque nuevas acciones, acentúa las consecuencias daño-
sas del terrorismo o la rebelión, contribuye a legitimar, no ya a justificar, la ac-
ción delictiva" (cfr. ibidem, p. 294, en donde se lee: "la apología se presenta 
como un aumento o prolongación de la lesión producida por la acción crimi-
nal"). Cfr. también Rurz LANDÁBURU, Provocación y apología, p. 37, citando a 
GONZÁLEZ GUITIÁN, "Algunas consideraciones sobre el concepto de apología 
en el Código Penal y en el Proyecto de 1980", EPC (1981), pp. 384 ss. Contra, 
MIRABENAVENT,ADPCP (1987), p. 524. 
43. Cfr. supra, notas anterior y 23. 
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estas últimas incluiría manifestaciones de enaltecimiento del cri-
men que ponen en duda la vigencia de la norma, pero de manera 
sólo simbólico-comunicativa44 • Es decir, si se despoja a la apolo-
44. Muy claramente se percibe en la STS 29 de noviembre de 1997 (RJ 
8535, ponente García-Calvo y Montiel, caso "mesa nacional HB, 1"), que dice 
seguir la doctrina de dos resoluciones anteriores del mismo Tribunal (aunque 
exige también para la apología una eficacia incitadora: cfr. supra, nota 34): 
"Recientemente hemos señalado que' ... el delito de apología delictiva requie-
re que el autor apologice bien sea hechos delictivos determinados, bien a sus 
responsables, presentando de esta manera a los delitos realmente cometidos 
como una alternativa legítima al orden penal establecido por el Estado. Dicho 
de otra manera: la acción apologética presenta al comportamiento desviado 
del autor y a los daños por éste ocasionados como un valor superior a los del 
orden jurídico. Consecuentemente este delito no se comete cuando las mani-
festaciones de aprobación no se refieren a acciones típicas, antijurídicas y 
amenazadas con pena concretamente ejecutadas, sino a la ideología general de 
personas que en los fines últimos puedan coincidir con la finalidad persegui-
da por ciertos delincuentes. La razón de esta limitación del contenido del tipo 
penal se debe llevar a cabo a través de la distinción entre la motivación ideo-
lógica y ejecución delictiva de la misma; la apología de la ideología, por lo 
tanto, no debe ser entendida necesariamente como una apología de la realiza-
ción desviada de los fines postulados por la ideología. El delito de apología no 
pretende prohibir manifestaciones ideológicas, pues en tal caso sería contrario 
al artículo 20 CE, sino la aprobación de comportamientos delictivos. Por lo 
tanto, la aplicación del artÍCulo 268 CP requiere una cuidadosa verificación de 
los límites de ambas cuestiones, de forma tal que el tipo penal del artículo 268 
CP pueda ser interpretado y aplicado conforme a la Constitución. Ello presu-
pone, como es sabido, tener en cuenta que el derecho a la libertad de expresión 
despliega un efecto de irradiación de consecuencias ineludibles en la determi-
nación de los alcances del tipo penal, es decir, de la prohibición establecida en 
el artículo 268 CP'. (Sentencia de 4 julio 1994) Y en la Sentencia de 9 mayo 
1996 hemos dicho: ' ... el delito del arto 268 CP requiere que la acción se refie-
ra al comportamiento desviado de los autores de un delito otorgándoles un va-
lor jurídico superior a los del ordenamiento jurídico vigente. Es decir, se re-
quiere que el comportamiento delictivo sea propuesto como modelo de 
comportamiento aprobable. En particular, no se debe considerar apología del 
delito una simple expresión pública de coincidencia con un programa político 
o ideológico, toda vez que ello resultará siempre amparado por el arto 20 CE'" 
(FJ 30.°). 
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gía de su componente incitador, queda un enaltecimiento del cri-
men y de los delincuentes, que ha de ser de tal entidad que permita 
afirmar que se ve afectada la vigencia de las respectivas normas. 
Pero ¿qué queda de la apología desprovista de su componente in-
citador? El acto comunicativo de enaltecimiento del delito. La 
apología sería entonces una forma de negación o de puesta en 
duda de la vigencia de la norma de manera meramente simbólico-
comunicativa y no causal. 
4. Las escasas resoluciones del Tribunal Constitucional que se 
han ocupado del tema parecen entender la apología más como 
una conducta de aseguramiento de las normas penales que como 
una forma delictiva de adhesión. Así, las exigencias que, movidas 
por consideraciones de proporcionalidad, llevan a hacer prevale-
cer la libertad de información, serían inaceptables si la esencia de 
la apología fuera la provocación al delito terrorista ajeno, o inclu-
so la mera adhesión ideológica. La apología así concebida resalta 
la faceta de reforzamiento de la seguridad colectiva o de asegura-
miento de las normas penales. Es posible que, pasados los años, 
las resoluciones del Tribunal Constitucional en esta materia ha-
yan configurado la interpretación que de la apología cabe realizar 
hoy en día. En concreto, al haber dado entrada en una pondera-
ción a la libertad de información (y de expresión) frente al interés 
en perseguir delitos, se han comparado dos actividades (informa-
ción e información sobre delitos) que han sido previamente "ho-
mogeneizadas" para poder ser comparadas y ponderadas. De no 
haber sido así, se daría entrada en la ponderación a dos realidades 
heterogéneas (informar e incitar al delito) que se habría saldado 
sin lugar a dudas a favor de perseguir la segunda y limitar la pri-
mera. En definitiva, el Tribunal Constitucional y el Tribunal Su-
premo efectúan una interpretación de la apología que la aleja de 
la mera adhesión e incitación al delito, y la configuran en cambio 
como delito que viene a tutelar la función preventiva de las nor-
mas penales. Que esta visión esté motivada por interpretaciones 
garantistas de los actos preparatorios punibles me parece algo 
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claro y plausible. Pero que así se consiga el efecto de mayor pre-
cisión y taxatividad en las descripciones de los tipos penales y en 
su aplicación, es otra cuestión. Una cuestión que merecería segu-
ramente un estudio aparte. 
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SENTENCIA 199/1987, DE 16 DE DICIEMBRE. 
Pleno: Francisco Tomás y Valiente, Gloria Begué Cantón, Angel Latorre Se-
gura, Francisco Rubio Llorente, Luis Díez-Picazo y Ponce de León, 
Antonio Truyol Serra, Fernando García-Mon y González-Regueral, 
Carlos de la Vega Benayas, Eugenio Díaz Eimil, Miguel Rodríguez-Pi-
ñero y Bravo-Ferrer (ponente), Jesús Leguina Villa y Luis López Gue-
rra. 
Fundamentos jurídicos: 
4. El arto 1 de la Ley Orgánica 9/1984, establece su ámbito de aplicación. 
El párrafo primero del núm. 1.° se refiere a personas "relacionadas con activi-
dades ... rebeldes". El párrafo segundo del núm. 1.° dispone que la Ley "tam-
bién es de aplicación a las (personas) que hicieran apología de tales delitos". 
Por su parte la letra h) del núm. 2 incluye la "rebelión" como supuesto com-
prendido en el ámbito de aplicación de la Ley. Tanto el Parlamento Vasco 
como el Parlamento de Cataluña (aunque éste para tratar de sostener la incons-
titucionalidad de la totalidad de la Ley) defienden la inconstitucionalidad de 
estos incisos, por estimar que, al permitir tal inclusión la aplicación a esos su-
puestos de los arts. 13 a 18 de la misma -que implica la suspensión de ciertos 
derechos fundamentales, en aplicación del arto 55.2 de la Constitución-, la Ley 
habría sobrepasado el ámbito subjetivo de la suspensión que habilita dicho arto 
55.2. 
El lugar que en un estado excepcional asume la situación de emergencia 
que se pretende combatir con el mismo, en el caso de este arto 55.2 viene asu-
mido por la presencia de una "actuación de bandas armadas o elementos te-
rroristas", frente a la cual el Estado no basta a dar respuesta con los instru-
mentos ordinariamente puestos a su disposición para garantía de la seguridad 
y tranquilidad públicas y del orden constitucional. La emergencia o, cuanto 
menos, la situación que legitima al legislador para crear el marco normativo 
que permite este tipo de suspensión es precisamente la que deriva de las acti-
vidades delictivas cometidas por "bandas armadas o elementos terroristas" 
que crean un peligro efectivo para la vida y la integridad de las personas y 
para la subsistencia del orden democrático constitucional. El terrorismo ca-
racterístico de nuestro tiempo, como violencia social o política organizada, 
lejos de limitar su proyección a unas eventuales actuaciones individuales sus-
ceptibles de ser configuradas como "terroristas", se manifiesta ante todo 
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como una actividad propia de organizaciones o de grupos, de "bandas", en las 
que usualmente concurrirá el carácter de "armadas". Característico de la acti-
vidad terrorista resulta el propósito, o en todo caso el efecto, de difundir una 
situación de alarma o de inseguridad social, como consecuencia del carácter 
sistemático, reiterado, y muy frecuentemente indiscriminado, de esta activi-
dad delictiva. De ahí que no quepa excluir la posibilidad de que determinados 
grupos u organizaciones criminales, sin objetivo político alguno, por el carác-
ter sistemático y reiterado de su actividad, por la amplitud de los ámbitos de 
población afectados, puedan crear una situación de alarma y, en consecuen-
cia, una situación de emergencia en la seguridad pública que autoriza (o legi-
tima) a equipararlos a los grupos terroristas propiamente dichos, como objeto 
de las medidas excepcionales previstas en el arto 55.2 de la Constitución. Ello 
se comprueba además con la lectura de la discusión parlamentaria del precep-
to constitucional, en la que se constata un tratamiento común de formas delic-
tivas que suponen, en su intención o en su resultado, un ataque directo a la so-
ciedad y al propio Estado social y democrático de Derecho. 
El concepto de "bandas armadas" ha de ser interpretado así restrictivamen-
te y en conexión, en su transcendencia y alcance, con el de "elementos terro-
ristas" mencionado en el precepto constitucional. En esta misma línea la juris-
prudencia penal también ha definido de forma restrictiva el tipo delictivo 
contemplado en el arto 7 de la Ley Orgánica 9/1984, de 26 de diciembre, ha-
ciendo referencia no sólo a la nota de permanencia y estabilidad del grupo, y a 
su carácter armado (con armas de defensa o de guerra, y también con sustan-
cias o aparatos explosivos), sino también a su entidad suficiente para producir 
un terror en la sociedad y un rechazo de la colectividad, por su gran incidencia 
en la seguridad ciudadana, que suponga así también un ataque al conjunto de 
la sociedad democrática. Cualquier otra interpretación más amplia de la expre-
sión bandas armadas, que permitiera la aplicación de la Ley Orgánica 9/1984 
y singularmente de los preceptos de su Capítulo III a personas o grupos que 
actuaran con armas, sin provocar el terror en la sociedad ni pretender alterar el 
orden democrático y constitucional del Estado de Derecho y sin ponerlo obje-
tivamente en peligro, carecería de la cobertura constitucional del arto 55.2. 
El legislador orgánico de 1984, en su propósito de refundir en un solo cuer-
po legal las, hasta ese momento dispersas, disposiciones normativas relativas 
a la protección del orden constitucional, describió el ámbito de aplicación de 
la Ley a través de las fórmulas contenidas en cada uno de los dos párrafos en 
que se divide el apartado primero del arto 1 de la Ley. Nos corresponde ahora 
examinar si, como sostienen los recurrentes, el legislador se ha excedido en la 
descripción de ese ámbito más allá de lo que le habilitaba el arto 55.2 de la 
Constitución. Ello supone que el tema se plantea exclusivamente en relación 
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con la delimitación del ámbito de la suspensión de los derechos a los que el 
precepto constitucional se refiere. 
El segundo de los párrafos del arto 1.1 de la Ley Orgánica 9/1984, incluye 
en el ámbito de aplicación de la Ley a quienes "hicieran apología" de los deli-
tos aludidos en el párrafo primero. Según el Letrado del Estado esta inclusión 
es constitucionalmente correcta dada la posibilidad de que no estemos ante un 
delito independiente en sus motivaciones o en su relación con las organizacio-
nes terroristas, por lo que sería conveniente aplicar especiales medidas de in-
vestigación en los casos de apología. Este argumento no es aceptable, pues el 
problema planteado no es el de la razonabilidad de tal inclusión, sino el de si 
el legislador estaba habilitado para ello por el arto 55.2 de la Constitución. La 
manifestación pública, en términos de elogio o de exaltación, de un apoyo o 
solidaridad moral o ideológica con determinadas acciones delictivas, no pue-
de ser confundida con tales actividades, ni entenderse en todos los casos como 
inductora o provocadora de tales delitos. Los supuestos que menciona el Abo-
gado del Estado de posible concierto o relación de los apologistas con organi-
zaciones terroristas, son precisamente supuestos en los que se excede del ám-
bito de la pura apología, pudiendo incluirse, en su caso, en el arto 1.2k) de la 
propia Ley Orgánica 9/1984. Por todo ello, debe considerarse contraria al arto 
55.2 de la Constitución la inclusión de quienes hicieran apología de los delitos 
aludidos en el arto 1 de la Ley en el ámbito de aplicación de esta última en la 
medida en que conlleva una aplicación a dichas personas de la suspensión de 
derechos fundamentales prevista en tal precepto constitucional, es decir, en re-
lación con los arts. 13 a 18 de la Ley Orgánica 9/1984. 
( ... ) 
Fallo: 
1.0 Desestimar las excepciones de admisibilidad del recurso formuladas 
por el Letrado del Estado. 
2.° Desestimar la petición de declaración de inconstitucionalidad de la to-
talidad de la Ley Orgánica 9/1984, formulada por el Parlamento de Cataluña. 
3.° Estimar parcialmente los presentes recursos de inconstitucionalidad, y 
en su virtud: 
a) Declarar inconstitucional, y parcialmente nulo, el párrafo segundo del nú-
mero primero del arto 1 de la Ley Orgánica 9/1984, en la medida que extiende 
la aplicación de los arts. 13 a 18 de la misma Ley a quienes hicieran apología 
de los delitos descritos en dicho artículo. 
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b) Declarar inconstitucional, y por tanto nulo , el inciso final del arto 13 de 
la Ley Orgánica 9/1984, desde "no obstante ... " hasta" ... prolongación pro-
puesta". 
e) Declarar que el arto 15.1 de la Ley Orgánica 9/1984, es inconstitucional, 
a no ser que se interprete que la incomunicación por parte de la autoridad gu-
bernativa ha de ser objeto de simultánea solicitud de confirmación al órgano 
judicial competente. 
d) Declarar inconstitucional, y por tanto nulo, el arto 21 de la Ley Orgánica 
9/1984. 
4 .° Desestimar los recursos en todo lo demás. 
